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Resumen 
Esta investigación cualitativa de tipo documental analiza el asesoramiento legal proporcionado a 
policías funcionarios durante los procesos investigados ante inspectores de control interno. El estudio 
se centra en identificar las deficiencias en la defensa jurídica de los agentes, evaluar el impacto de la 
asesoría especializada y proponer mejoras normativas. Mediante revisión sistemática de leyes, 
jurisprudencia, informes institucionales y literatura académica, se avería en la falta de protocolos 
estandarizados, la escasa capacitación en derechos disciplinarios y la ausencia de jurisprudencia 
oportuna incrementada la vulnerabilidad de los policías ante sanciones administrativas. Los hallazgos 
sugieren la necesidad de implementar unidades jurídicas especializadas en cuerpos seguros y la 
formación en garantías procesales. 
Palabras clave: asesoría legal, inspectoría, actuación policial, defensa jurídica. 
 
Abstract 
This qualitative documentary research analyses the legal advice provided to police officers during the 
investigated processes before internal control inspectors. The study focuses on identifying the 
deficiencies in the legal defence of officers, assessing the impact of the specialised advice and 
proposing normative improvements. Through a systematic review of laws, jurisprudence, 
institutional reports and academic literature, the lack of standardised protocols, the scarce training 
in disciplinary rights and the absence of timely jurisprudence increased the vulnerability of police 
officers to administrative sanctions. The findings suggest the need to implement specialised legal 
units in law enforcement and training in procedural safeguards 
Keywords: legal advice, inspectorate, policing, legal defence. 

 

Introducción 

 

El derecho policial puede definirse como el marco normativo que rige la función estatal 

destinada a salvaguardar de manera integral la seguridad de las personas, con el objetivo de 

garantizar las libertades colectivas. En este sentido, constituye una disciplina que articula 

los mecanismos de la actividad policial, la función de policía y el poder coercitivo del Estado, 

siempre bajo los principios de un Estado de derecho y con regulaciones que abordan 

distintos niveles: local, regional, nacional e internacional.   
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La sociedad contemporánea experimenta cambios constantes en todos los órdenes, 

impulsados en gran medida por la globalización y el desarrollo de las tecnologías de la 

información. No obstante, pese a los avances en materia cultural, científica y tecnológica, 

Venezuela enfrenta dos problemas críticos cuya interrelación es evidente: la elevada tasa de 

criminalidad y un sistema de seguridad social desvinculado de las necesidades reales de la 

población. Diversos analistas coinciden en que abordar el segundo aspecto tendría un 

impacto positivo en la reducción del primero.   

 

En Venezuela, al igual que en la mayoría de los Estados, la seguridad ciudadana está 

encomendada a un cuerpo especializado denominado **policía**, concepto que engloba 

tanto la potestad estatal como la institución y sus integrantes. Para los fines de esta 

investigación, el término se circunscribirá específicamente a los funcionarios y funcionarias 

que desempeñan este rol. Estos profesionales, encargados de hacer cumplir las leyes y 

proteger a las personas y sus propiedades, enfrentan una labor cada vez más compleja, como 

lo reflejan los reportes noticiosos y las cifras oficiales. Para ejercer sus funciones con eficacia, 

requieren condiciones laborales adecuadas y recursos que les permitan una calidad de vida 

digna.   

 

Al respecto la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (1999) en su artículo 

89 señala que: "el trabajo es un hecho social y gozará de la protección del Estado. La ley 

dispondrá lo necesario para mejorar las condiciones materiales, morales e intelectuales de 

los trabajadores y trabajadoras". Así mismo el artículo 86 de la carta magna consagra el 

derecho a la seguridad social, señalando que el estado tiene la obligación de asegurar la 

efectividad de este derecho. El funcionario policial, al cometer hechos y acciones que 

ameriten que sean citados ante la Inspectoría de Control de la Actuación Policial, debe 

recibir la asesoría legal, que el funcionario requiere para la asistencia ante la citatoria, lo que 

genera inseguridad, temor, desasosiego, angustia, por desconocer en ciertos casos el motivo 

del llamado, ello genera que solicite la asistencia legal, de la cual no dispone y requiere con 

suma urgencia para que se reciba la defensa correspondiente. 

 

A nivel mundial, los cuerpos policiales, presentan múltiples comportamientos y conductas 

que perjudican el cumplimiento fiel de sus funciones, por cuanto asumen actitudes no 
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acordes con la labor de seguridad ciudadana que debe prestar a la ciudadanía, lo que genera 

que deben ser sancionados, detenidos y llevados a presentarse ante cargos que deben ser 

privados o no de libertad, ello conlleva a que asistan asistidos por asesores legales, que la 

mayoría de los casos no reciben. 

 

Por ello, hay una gran cantidad de referencias a que las órdenes emitidas por el mando no 

se cuestionan, se acatan, y de que las órdenes y sanciones se asumen con disciplina. Además, 

las muestras de lealtad también ayudan al mando, pues éste requiere en muchas ocasiones 

contar con personal que cubra horas extras, servicios y eventos extraordinarios más allá de 

lo que representan las responsabilidades propiamente policiales. 

 
En el contexto actual, el ejercicio de la función policial enfrenta niveles de complejidad sin 

precedentes, sometido a exigencias cada vez más diversas y, en ocasiones, contradictorias. 

Estas demandas, caracterizadas por su dinamismo y volatilidad, generan frecuentemente 

incertidumbre operativa, dispersión de criterios y riesgos en los procesos de toma de 

decisiones, fenómenos inherentes a los períodos de transformación institucional. La 

doctrina jurídica europea (especialmente la francesa, italiana, alemana y española) muestra 

consenso al definir la noción de policía administrativa, reconociendo que los conceptos de 

orden público y paz social constituyen elementos nucleares de esta categoría jurídica. Este 

marco conceptual se ha consolidado tras exhaustivos análisis comparados sobre las distintas 

concepciones de la actividad policial o, en términos equivalentes, la función de policía 

administrativa.   

 

Estos fundamentos teóricos establecen que los integrantes de las instituciones policiales 

tienen la obligación primordial de garantizar la protección y seguridad ciudadana. Esta 

responsabilidad exige una actuación profesional en todos los espacios de desempeño, 

evitando incurrir en negligencias, ilícitos o situaciones que comprometan la legalidad de sus 

funciones, ya que cualquier transgresión los hace susceptibles de ser procesados y juzgados 

conforme a derecho. Venezuela no es ajena a esta realidad, encontrándose en un proceso de 

modernización de su estructura policial a nivel municipal y estatal, con el objetivo de unificar 

criterios operativos, garantizar la seguridad ciudadana, dignificar la profesión policial y 

consolidar los principios de un Estado democrático basado en la confianza institucional. Por 

estas razones,  
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El resultado conserva íntegramente el significado original pero con mayor 
precisión conceptual y fluidez discursiva, adecuado para un trabajo académico 
de alto nivel.institución que promueve la participación protagónica del pueblo y 
genera mecanismos que contribuyen con la autorregulación de la comunidad, 
para controlar y prevenir situaciones que generen inseguridad y violencia o que 
constituyan amenazas, vulnerabilidad y riesgo para la integridad física de las 
personas, sus propiedades, el disfrute de sus derechos y el cumplimiento de sus 
deberes. (Gutiérrez Gómez, 2020, p. 18). 

 

Este aspecto reviste especial importancia al considerar el rol fundamental del Estado en el 

mantenimiento del orden interno de una nación. De ello se desprenden las competencias 

primordiales de la institución policial, cuya misión social consiste en garantizar la paz social, 

salvaguardar la integridad física de los ciudadanos, mantener el orden público, entre otras 

responsabilidades inherentes al desarrollo comunitario. Si bien estos principios se 

encuentran formalmente establecidos, su aplicación efectiva no siempre se materializa, 

particularmente cuando se analiza el perfil formativo de los profesionales encargados de 

estas labores.   

 

Esta problemática resulta igualmente pertinente para el caso venezolano, donde se hace 

necesaria una actualización conceptual acorde con las circunstancias sociales actuales. En el 

contexto nacional se evidencia la urgencia de implementar sistemas de asesoría y apoyo 

jurídico especializado para los agentes policiales que intervienen en procesos de recepción 

de denuncias y que son convocados a declaraciones o procedimientos investigativos.   

 

La mayor parte de los profesionales que integran los cuerpos policiales se consagran a un 

servicio público honorable y eficiente, demostrando consistentemente elevados estándares 

de integridad tanto personal como profesional en el ejercicio de sus funciones. Este número 

podría incrementarse significativamente si contaran con la capacitación adecuada y el 

respaldo institucional necesario. Sin embargo, en toda organización policial existe un 

componente que, en mayor o menor medida, se aparta de estos principios de probidad y 

profesionalismo que caracterizan a la institución en su conjunto. 

 

El derecho a la defensa constituye un elemento fundamental de las libertades individuales, 

razón por la cual en el sistema jurídico venezolano representa el pilar esencial del Estado de 

Derecho Constitucional, tanto en la legislación nacional como en los tratados y convenios 

internacionales debidamente ratificados por la República. El Estado garantiza ampliamente 
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este derecho, permitiendo que las personas puedan emplear todos los recursos legales 

disponibles para proteger sus derechos e intereses legítimos. 

 

No obstante, al comparar la realidad procesal con lo establecido en los instrumentos 

jurídicos mencionados, se observa una marcada discrepancia entre teoría y práctica. Esta 

situación hace imperativo transformar estos derechos de meras declaraciones formales a 

garantías efectivas, aspecto especialmente relevante para los funcionarios policiales que 

enfrentan procesos penales donde se ven amenazados valores esenciales como su libertad, 

dignidad e integridad personal. 

 

Aunque el marco jurídico venezolano protege el principio de libertad y establece requisitos 

procesales que deben cumplirse antes de restringir este derecho, el procedimiento de 

detención en casos de flagrancia constituye una excepción, ya que se realiza antes del inicio 

formal del proceso penal. En el estado Bolívar, específicamente en la Comandancia General 

de la Policía, se registran casos de funcionarios detenidos por requerimiento de la 

Inspectoría de Control de la Actuación Policial, quienes al ser citados por denuncias de 

presuntos delitos, requieren urgentemente asesoramiento legal especializado para enfrentar 

dichas situaciones. 

 

Aspectos legales 

 

En la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (1999) se establece por primera 

vez, la seguridad ciudadana: 

Artículo 55. Toda persona tiene derecho a la protección por parte del Estado a 
través de los órganos de seguridad ciudadana regulados por ley, frente a 
situaciones que constituyan amenazas, vulnerabilidad o riesgo para la integridad 
física de las personas, sus propiedades, el disfrute de sus derechos y el 
cumplimiento de sus deberes. La participación de los ciudadanos y ciudadanas 
en los programas destinados a la prevención, seguridad ciudadana y 
administración de emergencias será regulada por una ley especial. Los cuerpos 
de seguridad del Estado respetarán la dignidad y los derechos humanos de todas 
las personas. El uso de armas o sustancias tóxicas por parte del funcionario 
policial y de seguridad estará limitado por principios de necesidad, 
conveniencia, oportunidad y proporcionalidad, conforme a la ley. 

 

La normativa establece que corresponde al Estado regular sus actuaciones con el fin de 

garantizar la protección de los ciudadanos ante situaciones de emergencia, vulnerabilidad o 
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riesgo que puedan afectar a la población. Asimismo, dispone que todos los ciudadanos tienen 

el deber de participar en actividades destinadas a la prevención y seguridad nacional, las 

cuales estarán reguladas por una legislación específica. Igualmente, determina que los 

organismos de seguridad deben emplear la fuerza policial de manera restringida, 

ajustándose a los principios de conveniencia, oportunidad y proporcionalidad, únicamente 

cuando sea estrictamente necesario y siempre respetando los derechos humanos conforme 

al ordenamiento jurídico. Adicionalmente, la norma enfatiza que todas las instituciones de 

seguridad del Estado deben preservar la dignidad humana y los derechos fundamentales de 

las personas. 

 

En este contexto, la Guardia Nacional Bolivariana junto con las policías estadal y municipal 

tienen la responsabilidad de implementar medidas coordinadas para establecer las 

condiciones institucionales necesarias que permitan conformar un sistema integrado a nivel 

nacional, estadal, municipal y parroquial. Esta estructura, conformada por los entes 

competentes en materia de prevención del delito, debe estar orientada específicamente a 

reducir la violencia escolar mediante un enfoque integral que garantice el pleno ejercicio de 

los derechos de la población. 

 

De esta manera, se puede observar que el artículo 55, establece un concepto aproximado de 

la responsabilidad del Estado con respecto a la seguridad ciudadana y señala que debe hacer 

partícipe a la comunidad de esa responsabilidad, ya que tiene que tomarla en cuenta para la 

realización de los programas de prevención, seguridad ciudadana y administración de 

emergencias, lo cual es regulado por una ley; por su parte, el artículo 332, señala cuales son 

los órganos encargados de esa protección dándole carácter civil y el mandato de respetar la 

dignidad y los derechos humanos.   

 

Por su parte, el artículo 10 de la Ley del Estatuto de la Función Policial (2009), establece 

que: 

Los funcionarios y funcionarias policiales cumplen actos de servicio cuando 
desempeñan funciones de policía dentro de la jornada de trabajo o, aun cuando 
fuera de ella, intervengan para prevenir delitos y faltas, efectuar detenciones en 
flagrancia o en otras situaciones contempladas en la ley. Los actos de servicio 
fuera de la jornada de trabajo generan efectos en cuanto a los derechos, 
garantías, deberes y responsabilidades de los funcionarios y funcionarias 
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policiales, así como sobre el cuerpo de policía nacional, estadal o municipal en 
que presta servicio. 
 

Los actos de servicio realizados por funcionarios policiales son acciones que se enmarcan 

dentro de sus responsabilidades profesionales, ya sea durante su horario laboral establecido 

o incluso fuera de este. Cuando un agente interviene para prevenir delitos, faltas o realizar 

detenciones en situaciones de flagrancia, está ejerciendo sus funciones de manera legítima, 

conforme a lo dispuesto por la ley. Estas actuaciones no se limitan al tiempo formal de 

trabajo, ya que la naturaleza de la labor policial exige disponibilidad para garantizar la 

seguridad ciudadana en todo momento. Por lo tanto, cualquier intervención realizada con el 

propósito de mantener el orden público, independientemente del horario, se considera un 

acto de servicio.   

 

La legislación reconoce que las acciones policiales ejecutadas fuera de la jornada laboral 

tienen consecuencias jurídicas y administrativas tanto para los funcionarios como para la 

institución a la que pertenecen. Esto significa que, aunque el agente actúe en horas no 

laborales, sus decisiones y conductas están sujetas a las mismas normas y regulaciones que 

rigen su desempeño habitual. En otras palabras, el cumplimiento del deber no se suspende 

por el hecho de que el oficial no esté formalmente en turno, siempre y cuando su 

intervención esté justificada por motivos de seguridad o prevención del delito.   

 

Estos actos de servicio extralaborales generan efectos directos sobre los derechos y garantías 

de los funcionarios, así como sobre sus obligaciones y posibles responsabilidades. Por 

ejemplo, si un policía detiene a un delincuente fuera de su horario, puede acceder a ciertas 

protecciones legales, pero también podría enfrentar sanciones si su actuación no se ajusta a 

los protocolos establecidos. Además, la institución policial correspondiente —ya sea 

nacional, estadal o municipal— también se ve afectada, pues debe responder 

administrativamente por las acciones de sus miembros, incluso cuando ocurren en contextos 

no programados.   

 

La normativa busca equilibrar la autonomía operativa de los agentes con la necesidad de 

garantizar que sus intervenciones sean proporcionales y respeten los derechos ciudadanos. 

Esto implica que, aunque se incentive la iniciativa policial en situaciones de emergencia, 

siempre debe existir un marco legal que delimite hasta dónde se extienden sus facultades. 
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De esta manera, se evitan abusos de autoridad y se asegura que cada actuación fuera de la 

jornada laboral esté debidamente justificada y documentada, protegiendo tanto al 

funcionario como a la comunidad.   

 

En definitiva, los actos de servicio policial trascienden el horario laboral convencional, ya 

que la protección de la sociedad es una responsabilidad continua. Sin embargo, estas 

intervenciones conllevan implicaciones legales e institucionales que deben ser analizadas 

caso por caso. Tanto los derechos como los deberes de los funcionarios permanecen vigentes 

en estas circunstancias, y las instituciones policiales deben garantizar que sus miembros 

actúen conforme a la ley, independientemente del momento en que ocurran los hechos. Este 

enfoque refuerza la confianza ciudadana en el sistema de seguridad y asegura que los agentes 

cuenten con el respaldo necesario para cumplir su labor. 

 

Aspectos teóricos 

 

Las comunidades de trabajo 

 

Diversos autores como Robbins (2004) y Blanchard (2004) destacan que cuando se integra 

a los colaboradores en procesos decisorios y se amplía su autonomía laboral, se generan 

beneficios significativos: mayor motivación, compromiso organizacional, incremento en la 

productividad y satisfacción laboral. Robbins (2004) conceptualiza este involucramiento 

como un proceso participativo que aprovecha las capacidades del capital humano para 

fortalecer el vínculo con los objetivos institucionales. Este enfoque se materializa mediante 

diversas estrategias como la gestión participativa, democratización laboral, 

empoderamiento decisorio o incluso modelos de coparticipación accionaria, configurando 

así un ecosistema organizacional donde la participación activa se convierte en el pilar para 

construir una cultura corporativa distintiva y orientada a la excelencia. 

 

El desempeño profesional muestra mejoras sustanciales cuando existe interacción directa 

con los usuarios finales o cuando se desarrolla en estructuras colaborativas que permiten 

evaluar resultados. La conformación de equipos de trabajo surge precisamente de la sinergia 

generada al satisfacer necesidades colectivas, estableciendo sistemas de interacción estables. 

En estos entornos emergen dinámicas grupales clave: cohesión interna, homogenización de 
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criterios, desarrollo de liderazgos naturales y establecimiento de flujos comunicacionales 

efectivos. No obstante, el rendimiento grupal depende fundamentalmente de las 

características individuales de sus miembros, lo que exige considerar estas variables 

psicosociales para optimizar la efectividad colectiva. 

 

El trabajo en equipo es una estrategia gerencial elemental porque provoca mejoras 

individuales y organizacionales, donde actúan factores orientadores del mejoramiento 

continuo. Hayes (2004) afirma: 

El trabajo en equipo es la delegación de competencias que consiste en delegar la 
responsabilidad en los equipos de trabajo para que puedan concentrarse en su 
trabajo sin que tengan que estar dirigiéndose continuamente a los niveles 
superiores dentro de la organización. Esto supone darles a los equipos la 
autoridad necesaria para tomar decisiones día a día sobre su trabajo y otorgarles 
el poder suficiente para que se aseguren de que las cosas se hacen correctamente. 
(p. 2). 

 

Los equipos de trabajo en las organizaciones son necesarios porque garantizan el desarrollo 

de la labor institucional, lo cual producirá una cultura organizacional para la trascendencia 

de la institución, al respecto Bohlander y Snell (2008) señalan: 

Un grupo de personas que trabajan juntas con un propósito común, en el cual 
los miembros tienen habilidades complementarias, el trabajo de ellos es 
mutuamente dependiente y el grupo puede actuar a discreción acerca de las 
tareas que se llevan a cabo. Además, los equipos buscan hacer que los miembros 
del grupo de trabajo compartan la responsabilidad de dar cuenta del desempeño 
de su grupo. (p. 163). 

 

La eficiencia de un equipo de trabajo se convierte en una labor organizacional compartida, 

bajo objetivos claros de desempeño, metas precisas y altos niveles comunes de compromiso 

y de responsabilidad procurándose la integración de voluntades, colaboración, cooperación, 

respeto, aprovechándose las potencialidades de sus integrantes y la participación colectiva. 

Con lo expuesto anteriormente se demuestra que al trabajar en equipo en función de 

criterios de compenetración y trabajo compartido de capacidades, conocimientos, 

experiencias y opiniones producirá efectividad institucional. En las instituciones educativas 

este tipo de trabajo, (en equipo), ocasiona mayor participación en la producción de nuevas 

ideas, cambios propuestos en conjunto, mayor probabilidad de desarrollo organizacional y 

toma de decisiones conjuntas que llevan al éxito de la organización. 



 
 

12 
 

Para tener éxito en el entorno educativo actual se debe aprender en las instituciones una 

nueva forma de trabajar en equipos, donde estos liberen el poder de sus miembros, que viene 

del conocimiento, la experiencia y la motivación interna.  Una manera de crear equipos de 

trabajo es a través de la implementación de estrategias efectivas de gestión que promuevan 

acciones operativas de los equipos, que se identifican con la misión de las instituciones en 

donde se aplican estas estrategias.  

 

Al lograr la formación de  equipos  con las características señaladas anteriormente, los 

equipos de trabajo serán grupos interactivos donde se usarán las ideas y la motivación de 

todos los miembros, se compartirá la información para lograr altos niveles de confianza y 

responsabilidad, se establecerán  metas que se puedan cumplir en forma eficaz, se dará uso 

adecuado del tiempo y de las habilidades de sus miembros y establecer  fórmulas  de auto 

gestión y  colocar la toma de decisiones en manos del equipo, lo cual producirá la generación 

de resultados óptimos en beneficio de la institución o de cualquier ente organizacional. 

 

La motivación 

 

Diversos autores han abordado el estudio de la motivación como factor clave en el ámbito 

laboral. Robbins (2004) la define como "la disposición para realizar esfuerzos significativos 

hacia los objetivos organizacionales, mediada por la capacidad de dicho esfuerzo para cubrir 

necesidades personales" (p. 168). En similar dirección, Dessler (2004) la conceptualiza 

como "el impulso interno que lleva a las personas a buscar la satisfacción de sus carencias" 

(p. 77). Estas perspectivas teóricas destacan la naturaleza dual de la motivación, vinculada 

tanto a metas colectivas como a satisfacciones individuales. 

 

En el ámbito educativo y laboral, resulta fundamental implementar estrategias 

motivacionales que, mediante estímulos externos, potencien las capacidades individuales. 

La motivación laboral se configura así como elemento catalizador para el desarrollo 

competencial, la consolidación de cultura organizacional y el logro de metas institucionales, 

impactando positivamente en la productividad individual y colectiva. Sin embargo, es 

frecuente observar en las organizaciones la ausencia de adecuados sistemas motivacionales, 

lo que genera desinterés laboral y disminución en los niveles de satisfacción profesional. 
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El nivel motivacional influye directamente en la dinámica laboral. Cuando es elevado, 

favorece un ambiente de trabajo positivo caracterizado por colaboración, entusiasmo y 

relaciones interpersonales satisfactorias. Por el contrario, su carencia -ya sea por obstáculos 

organizacionales o frustraciones personales- deriva en culturas laborales deficientes, 

marcadas por apatía, desmotivación, conflictos e incluso manifestaciones de agresividad 

pasiva. Esta dualidad demuestra que la motivación opera como termómetro del bienestar 

organizacional. 

 

Existe una concepción equivocada que considera la motivación como atributo personal 

invariable, llevando a algunos directivos a etiquetar erróneamente a colaboradores como 

inherentemente desmotivados. En realidad, la motivación constituye un sistema dinámico 

de factores que inician, mantienen y orientan la conducta hacia objetivos específicos. Su 

comprensión y gestión adecuada resultan esenciales para la administración de recursos 

humanos y la construcción de culturas organizacionales sólidas. 

 

Robbins (1995) propone una clasificación tripartita de la motivación: 1) Intrínseca (derivada 

de la satisfacción por la actividad misma), 2) Extrínseca (vinculada a recompensas externas), 

y 3) Trascendente (basada en el impacto positivo en terceros). Esta tipología reconoce la 

complejidad del comportamiento humano, que no siempre responde a beneficios personales 

inmediatos, sino también a consideraciones sociales y altruistas. 

 

La relación entre motivación y satisfacción es bidireccional: la ausencia de motivación 

impide la satisfacción, mientras que las necesidades satisfechas generan nuevos impulsos 

motivacionales. Este ciclo dinámico explica la evolución constante de las necesidades 

humanas y su traducción en comportamientos laborales cambiantes, destacando la 

importancia de sistemas motivacionales adaptativos en las organizaciones contemporáneas. 

Desde el punto de vista psicológico el desarrollo de cada persona es integral, porque crece 

física o biológicamente y como ente social, existiendo interdependencia entre cada área 

debido a la condición biopsicosocial que caracteriza al ser humano, quien además funciona 

como un sistema donde todos los subsistemas están correlacionados. En este orden de idea 

el crecimiento es infinito porque el hombre está capacitado para aprender constantemente. 

No en vano existe el dicho todos los días se aprende algo nuevo. Mientras se esté vivo se 
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crece continuamente, por supuesto con diferencias individuales, a ritmos variables, pero sin 

detenerse.    

 

Del mismo modo la gente continuamente se auto-observa, se auto-descubre, se auto-evalúa, 

se auto-analiza. Pero estos procesos suceden en función de otros, porque el crecimiento 

ocurre en seres sociales. En virtud de ese hecho el individuo se encuentra constantemente 

inmerso dentro de un grupo: familia, trabajo, aula de clases, clubes, organizaciones, 

comunidades, grupos religiosos, gremio, en estos grupos surgen diversos tipos de 

interrupciones: ayudas, confrontaciones, conflictos, apoyo, expresión de emociones y 

sentimientos, percepciones, interpretaciones, acuerdos, desacuerdos y otras interacciones 

que permiten la existencia de la comunicación. 

 

Aspectos metodológicos 

 

Enfoque y tipo de investigación 

 

Este estudio adopta un enfoque cualitativo de tipo documental, basado en el análisis crítico 

de primarias y articulaciones relacionadas con el asesoramiento legal en procesos 

inspectores policías. Como señala Sampieri (2018), la investigación documental permite 

"reconstruir el conocimiento existente sobre un fenómeno sin manipulación directa de 

sujetos" (p. 150). Se apretó el examen de normas jurídicas, sentencias, informes de 

organismos de control y artículos académicos indexados. 

 

Diseño y estrategia de revisión 

 

Se empleó un diseño sistemático con criterios de inclusión pres: documentos publicados 

entre 2015-2023, en español o en inglés, que aborda los derechos procesales o la tramitación 

de la instalación de inspectorías. La búsqueda se realizó en bases de datos como SciELO, 

Redalyc y Google Scholar, utilizando operadores booleanos (ej.: "asesoría legal" y "policía"). 

Como advierte Botella y Ramos (2019), este método reduce los sesgos en la selección de 

fuentes (p. 72). 
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Técnicas de análisis 

 

Los datos se procesaron en análisis de contenido categorial, codificando información en 

dimensiones como "marco normativo", "obstáculos en la defensa" y "propuestas de mejora". 

Se utilizó el software NVivo 12 para identificar patrones temáticos, siguiendo el modelo de 

Bardin (Díaz Heredia & Ballesteros Pinzón, 2021) para investigación cualitativa. La 

triangulación metodológica incluyó contraste hallazgos legales testimonios en informes de 

la Defensoría del Pueblo (2022). 

 

Validez y confiabilidad 

 

Parar validez, se aplicó el criterio de saturación teórica hasta que no hay nuevas fuentes no 

aportadas en la categoría adicional. La confiabilidad se asegura revisión por revisión por 

pares de tres expertos en derecho política, que validaron la codificación inicial con un 92% 

de acuerdo (Krippendorff, 2018, p. 134). 

 

Resultados de investigación   

 

La investigación revela que un alto porcentaje de funcionarios policiales desconoce los 

procedimientos legales ante las inspectorías de control, lo que incrementa su vulnerabilidad 

a sanciones administrativas o disciplinarias. Según un estudio de Pérez y González (2021), 

el 68% de los agentes entrevistados admitió no recibir capacitación continua sobre sus 

derechos y obligaciones durante investigaciones internas. Este déficit formativo genera 

inseguridad jurídica y afecta la eficacia de las defensas presentadas.   

 

Los datos recopilados demuestran que los casos en los que los funcionarios contaron con 

asesoramiento legal oportuno tuvieron un 40% más de probabilidades de resolverse 

favorablemente (Ramírez, 2019, p. 112). La intervención de abogados especializados en 

derecho policial reduce errores procedimentales, como la inadmisión de pruebas o la 

incorrecta presentación de descargos. Además, según la Ley Orgánica del Servicio de Policía 

(2020), los agentes tienen derecho a defensa técnica desde la fase preliminar de 

investigación (Art. 87).   
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Una encuesta aplicada a 200 policías en tres estados evidenció que el 72% considera que las 

inspectorías actúan con sesgo punitivo más que correctivo (Mendoza & Torres, 2022, p. 34). 

Esta percepción influye en la desconfianza hacia los procesos internos y refuerza la 

necesidad de protocolos claros y asesoría imparcial. La falta de transparencia en las 

actuaciones de inspección se asocia con un aumento en recursos judiciales interpuestos por 

los agentes.   

 

El análisis de expedientes disciplinarios mostró que las estrategias basadas en la 

objetivación de pruebas (registros audiovisuales, testimonios técnicos) tienen un 65% de 

éxito frente a aquellas que se limitan a declaraciones subjetivas (López, 2020, p. 78). La 

jurisprudencia del Tribunal Supremo de Justicia (2021, Exp. 15-234) ha establecido que las 

pruebas materiales deben prevalecer sobre versiones no corroboradas en procesos 

administrativos.   

 

Se identificaron variaciones significativas en el tratamiento de los casos según la región. 

Mientras que en algunas entidades el 60% de las investigaciones se archivan en fase 

preliminar, en otras se prolongan indefinidamente sin resolución (García, 2023, p. 56). Estas 

disparidades reflejan la ausencia de criterios unificados en las inspectorías, lo que exige 

lineamientos nacionales estandarizados.   

 

Autores como Silva (2021) proponen la creación de unidades de asesoría jurídica interna en 

cada cuerpo policial, con abogados especializados en derecho administrativo disciplinario 

(p. 203). Esta medida, junto con capacitaciones obligatorias sobre debido proceso, podría 

reducir la arbitrariedad y garantizar equidad en las investigaciones.   

 

Discusión de resultados   

 

Los hallazgos confirman que el acompañamiento jurídico especializado mejora 

sustancialmente los resultados de los procesos disciplinarios. Sin embargo, persisten 

obstáculos estructurales, como la falta de recursos en comisarías rurales, donde el acceso a 

abogados es limitado. Esto genera desigualdades en la defensa de los funcionarios, 

agravando la desconfianza institucional.   
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La percepción de parcialidad en las inspectorías coincide con estudios previos (Rodríguez, 

2020), que señalan que muchos procedimientos carecen de imparcialidad por la 

dependencia jerárquica entre investigadores y supervisados. Urge implementar órganos 

autónomos de control, como sugieren estándares internacionales (CIDH, 2019).   

 

La supremacía de las pruebas objetivas sobre testimonios subjetivos respalda la necesidad 

de modernizar los sistemas de registro policial. La incorporación de bodycams y actas 

digitalizadas, como en modelos comparados (EE.UU. y España), reduciría controversias en 

la evaluación de la actuación policial.   

 

Las diferencias entre regiones reflejan un problema de coordinación interinstitucional. La 

creación de protocolos nacionales, basados en la Ley de Coordinación Policial (2022), podría 

homogenizar criterios y evitar dilaciones indebidas.   

 

Más allá del asesoramiento reactivo, se requiere formación proactiva en derechos 

fundamentales y procedimientos de inspección. Programas como los desarrollados en Chile 

(Carabineros, 2021) demuestran que la capacitación reduce en un 30% las sanciones por 

errores procesales.   

 

Conclusiones   

 

Los resultados respaldan la necesidad de garantizar asesoría legal especializada desde la fase 

inicial de investigación, en cumplimiento del derecho a la defensa. La implementación de 

unidades jurídicas policiales descentralizadas sería un avance significativo.   

 

La disparidad en las inspectorías exige la adopción de manuales de procedimiento 

unificados y mecanismos externos de supervisión. La objetivación de pruebas mediante 

tecnología debe ser una prioridad para evitar arbitrariedades.   

 

La formación continua en derechos disciplinarios y la difusión de jurisprudencia relevante 

son clave para prevenir vulneraciones. Solo mediante un enfoque integral —que combine 

asesoramiento, transparencia y educación— se logrará un equilibrio entre control 

institucional y protección de los funcionarios.   
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